
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 13 de junio de 2017 – Trámite pendiente -  Improcedencia
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00525-00
Accionante:


Rafael Aurelio Calderón Marulanda.

Accionado:


Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados Luis Enrique Aristizábal; el Procurador Ambiental y Agrario Eje Cafetero; la Superintendencia de Notariado y Registro con sede en Bogotá DC;  la Agencia Agraria de Desarrollo Rural Pereira; la Unidad para la Atención Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas con sede en Bogotá DC; el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Pereira; el Superintendente Delegado para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras y la Agencia Nacional de Tierras con sede en Bogotá DC..

Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



DEBIDO PROCESO EN PROCESO DE PERTENENCIA – FUNCIONES DE CURADOR – EXCUSA – TRÁMITE PENDIENTE – SUBSIDIARIEDAD - IMPROCEDENTE– “Rafael Aurelio Calderón Marulanda impetró esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, por la presunta violación de sus derechos fundamentales “al debido proceso y al trabajo”, desconocidos por el despacho judicial, al abstenerse de aceptar su excusa para asumir la función de curador ad litem dentro del proceso de pertenencia que Luis Enrique Aristizábal adelanta contra Edith Valencia León y otros, con radicación “2015-1469”.. 

(…)

Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que si bien el Juzgado accionado, con auto del 3 de mayo de 2017 (f. 58), desestimó la petición del profesional del derecho que acciona (f. 57) respecto del proveído del 16 de marzo de esta misma anualidad (f. 56) que lo designó como curador ad litem en el proceso de pertenencia que adelanta Luis Enrique Aristizábal contra Edith Valencia León y otros, para ser relevado de esa gestión dado que reside en otro departamento, es lo cierto que el 30 de mayo siguiente, sin que se avizore otra actuación posterior, esto es, el mismo día en que se radicó esta demanda constitucional, presentó una nueva solicitud ante el despacho judicial en la que le solicita que reconsidere su posición. 

Tal solicitud está a la espera de que el Juzgado se pronuncie sobre las razones que pone allí de relieve (f. 59). En efecto, el accionado informó que lo que sigue en el proceso respectivo es pronunciarse sobre el memorial arrimado por el profesional designado como curador (f. 55). 

De allí surge la improcedibilidad del amparo, ya que, como se anunció, mientras esté en trámite el proceso, y en particular, hasta tanto se obtenga una resolución definitiva por parte del funcionario, en torno a esa específica situación, no es posible por esta vía anticiparse a ella, que debe adoptarse dentro de su escenario natural. Solo a partir de su ejecutoria, podría eventualmente intervenir el juez de tutela, si es que se hallara la incursión en alguna de las causales específicas de procedibilidad señaladas.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio trece de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00525-00

  



Acta No. 316 de junio 13 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Rafael Aurelio Calderón Marulanda, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados Luis Enrique Aristizábal; el Procurador Ambiental y Agrario Eje Cafetero; la Superintendencia de Notariado y Registro con sede en Bogotá DC;  la Agencia Agraria de Desarrollo Rural Pereira; la Unidad para la Atención Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas con sede en Bogotá DC; el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Pereira; el Superintendente Delegado para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras y la Agencia Nacional de Tierras con sede en Bogotá DC.
ANTECEDENTES

Rafael Aurelio Calderón Marulanda impetró esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, por la presunta violación de sus derechos fundamentales “al debido proceso y al trabajo”, desconocidos por el despacho judicial, al abstenerse de aceptar su excusa para asumir la función de curador ad litem dentro del proceso de pertenencia que Luis Enrique Aristizábal adelanta contra Edith Valencia León y otros, con radicación “2015-1469”. 
Pidió, por tanto, la protección de los mismos, y como consecuencia de ello, que se ordene al funcionario aceptar su justificación y designar un nuevo curador.

Relató que no  reside en este municipio, sino en Manizales (Caldas), lo que dificulta, en gran medida, la labor para la cual se le nombra; en estos casos deben tenerse presente criterios de razonabilidad delineados por la Corte Constitucional; agregó que la regla que gobierna el asunto, contemplada en el numeral 7º del artículo 48 del CGP, debe analizarse en conjunto con el inciso 4º del artículo 154, que enseña que una excusa como la planteada tiene amplia justificación. 
Señaló que le resultaría difícil asumir las obligaciones que le serían propias dentro del asunto, para poder estar atento al mismo; así como su asistencia a las audiencias y diligencias o la interposición de recursos, si bien está de por medio el interés del demandado. 
Se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación de las entidades arriba señaladas, y se concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. 
La Jefe de la Oficina Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras ANT, adujo su falta de legitimación; el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Notariado y Registro, mencionó que es el Juzgado el que debe pronunciarse sobre el particular; el Director Territorial del IGAC, manifestó que no ha trasgredido ningún derecho; y la Agencia de Desarrollo Rural, en expresó que no tiene conocimiento de las decisiones adoptadas dentro del proceso ordinario. 
Finalmente, el Juzgado remitió las copias solicitadas e informó que en el asunto se encuentra pendiente de resolver un memorial presentado por el accionante, en el que solicita que se reconsidere su nombramiento.  
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos al debido proceso y al trabajo, que estima amenazados el demandante, por haber sido designado en esta ciudad como curador ad litem dentro del proceso de que da cuenta la acción y negársele la la excusa que presentó, teniendo en cuenta que reside en la ciudad de Manizales (Caldas), lo que torna difícil su gestión, incluso en detrimento de los intereses del mismo demandado. 
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegado en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos eventos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.
  



Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que si bien el Juzgado accionado, con auto del 3 de mayo de 2017 (f. 58), desestimó la petición del profesional del derecho que acciona (f. 57) respecto del proveído del 16 de marzo de esta misma anualidad (f. 56) que lo designó como curador ad litem en el proceso de pertenencia que adelanta Luis Enrique Aristizábal contra Edith Valencia León y otros, para ser relevado de esa gestión dado que reside en otro departamento, es lo cierto que el 30 de mayo siguiente, sin que se avizore otra actuación posterior, esto es, el mismo día en que se radicó esta demanda constitucional, presentó una nueva solicitud ante el despacho judicial en la que le solicita que reconsidere su posición. 

   



Tal solicitud está a la espera de que el Juzgado se pronuncie sobre las razones que pone allí de relieve (f. 59). En efecto, el accionado informó que lo que sigue en el proceso respectivo es pronunciarse sobre el memorial arrimado por el profesional designado como curador (f. 55). 
   



De allí surge la improcedibilidad del amparo, ya que, como se anunció, mientras esté en trámite el proceso, y en particular, hasta tanto se obtenga una resolución definitiva por parte del funcionario, en torno a esa específica situación, no es posible por esta vía anticiparse a ella, que debe adoptarse dentro de su escenario natural. Solo a partir de su ejecutoria, podría eventualmente intervenir el juez de tutela, si es que se hallara la incursión en alguna de las causales específicas de procedibilidad señaladas. 




Sobra decir que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha probado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación en forma prematura.

  



Se absolverá a los demás citados de oficio, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Rafael Aurelio Calderón Marulanda contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local. 

Se absuelve a las demás vinculados a este trámite.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente si no hubiera impugnación o revisión, sin más trámite.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 
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